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(Configuración del contrato administrativo)

Planteo:
Una empresa dedicada a la generación y comercialización de energía eléctrica, cuestionó resoluciones del Ente Nacional Regulador de la Electricidad (en adelante ENRE), en cuanto aplicaron el coeficiente de estabilización de referencia (CER) al contrato de construcción, operación y mantenimiento (COM) celebrado con una empresa transportadora de energía eléctrica para la construcción e instalación de un banco de capacitores en una Estación Transformadora, en lugar de aplicar la técnica de la renegociación contractual. 
El motivo de la aplicación del CER radicaba en que, de acuerdo con los Artículos 4º y 8º del Decreto Nº 214/02 y 1º del Decreto Nº 320/02, una vez concretada la "pesificación" de las obligaciones de dar sumas de dinero pactadas en dólares estadounidenses -cualquiera fuera su origen o naturaleza-, correspondía aplicar el CER.
La base de la objeción de la empresa, por su lado, radicaba en que en esta clase de contratos la relación jurídica aparecía constituida por dos sujetos privados, pero uno de ellos actuaría como delegado de la Administración Pública, ejecutando cometidos públicos que conformarían el contenido de dicha delegación (Ampliación del Sistema de Transporte de Energía Eléctrica en Alta Tensión -Servicio Público-), por lo cual la relación sería -según su criterio- de derecho público.
En ese orden de ideas, afirma la impugnante que los Artículos 8º y 9º de la Ley Nº 25.561, al comprender a "todos los contratos administrativos", incluiría a los contratos COM, por su indudable carácter de contratos administrativos, razón por la cual no cabe duda de que debían ser objeto de renegociación con el Estado Nacional.
Desde el punto de vista normativo objetivo, estos contratos COM son formalizados a través de un concurso público, sometidos a principios regulatorios de transparencia, no discriminación, requisitos técnicos de construcción, operación y prestación del servicio, todo ello bajo el control del Estado, que lejos de desentenderse de un contrato celebrado entre particulares participa activamente en la relación, en miras a la mejor prestación del servicio público en cuestión. Tampoco debe perderse de vista la injerencia de este último en la conformación, administración y control de los fondos SALEX (fondo que administra CAMMESA) que son afectados al pago del canon complementario para cubrir el monto de la obra de ampliación de transporte.

Preguntas:
1) La Corte Suprema, siguiendo a la Procuradora Fiscal, aplicó para resolver el caso la doctrina del Tribunal sobre contrato administrativo ¿Cómo supone entonces que resolvió el caso?

2) ¿Este precedente de la Corte Suprema se aparta de la doctrina del caso “Schirato”?
